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           COMUNICADO No. 23
           Junio 11 y 12 de 2014


Ausencia de término para resolver sobre el incidente de desacato a un fallo de tutela,  configura una omisión legislativa relativa al desconocer la inmediatez y celeridad que impone el artículo 86 de la Carta Política al amparo constitucional de derechos fundamentales y con ello, la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales

	     II.  EXPEDIENTE D-9933  -   SENTENCIA C-367/14  (Junio 11)
           M.P. Mauricio González Cuervo


1.
Norma acusada

DECRETO 2591 DE 1991

(Noviembre 19)

Por la cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política

Artículo 52. Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. La consulta se hará en el efecto devolutivo. (aparte tachado declarado inexequible)

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE el inciso primero del artículo  52 del  Decreto 2591 de 1991, en el entendido de que el incidente de desacato allí previsto debe resolverse en el término establecido en el artículo 86 de la Constitución Política.

3.
Síntesis de los fundamentos

En el presente caso, le correspondió a la Corte definir: (i) si el legislador afectó la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales (arts. 2º C.Po. y 2º de la CADH), al no establecer un término determinado o determinable para resolver el trámite incidental de desacato a un fallo de tutela; (ii) si la ausencia de dicho término desconoce el derecho a un debido proceso sin dilaciones injustificadas (arts. 29 C.Po. y 8.1 CADH), el deber de cumplimiento inmediato a los fallos de tutela (arts. 86 C.Po, 25 CADH y 2 PIDESC) y el deber de establecer acciones y procedimientos necesarios para proteger los derechos individuales (art. 89 C.Po.). 

De manera previa, la Corte verificó que en este caso no se configura el fenómeno de la cosa juzgada constitucional, por cuanto en las sentencias C-243/96 y C-092/97 la controversia se planteó respecto de otros contenidos normativos, con fundamento en cargos que no son idénticos a los que ahora se estudian. Por ello, emprendió el examen de fondo de la constitucionalidad del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. 

En el análisis del cargo planteado el tribunal constitucional estudió en general, el deber de acatamiento de las providencias judiciales y los poderes del juez para hacerlas cumplir y en especial, el deber de acatar los fallos de tutela, las potestades del juez constitucional para asegurar su cumplimiento y las responsabilidades que pueden seguirse de su incumplimiento. 
A partir de esos parámetros, la Corte descendió al caso concreto para examinar el artículo 52 demandado, encontrando que en efecto, no prevé un  término para que el juez resuelva acerca del incidente de desacato a un fallo de tutela, con lo cual se hace nugatoria la efectividad y oportunidad de la protección constitucional que consagra el artículo 86 de la Carta cuando quiera que un derecho fundamental ha sido vulnerado. La ausencia de un plazo para que el juez decida ha determinado que esos incidentes se acumulen en los despachos judiciales dilatando una decisión pronta y oportuna acerca de la protección efectiva del derecho fundamental vulnerado, como lo ordena el artículo 86 superior. 

La Corte resaltó como rasgos esenciales de la acción de tutela, consagrados por el propio constituyente, la inmediatez de la orden judicial de protección, su carácter urgente, su instrumentalización mediante un procedimiento preferencial y sumario que impone una decisión del juez constitucional en un plazo breve y perentorio. 
Así mismo, la jurisprudencia ha subrayado que la teleología de esta acción constitucional es la de proveer amparo inmediato y preferente a los derechos constitucionales fundamentales, en el escenario de su vulneración, razón que explica que la jurisdicción deba desplazar el compromiso ordinario con los asuntos de su competencia. En este caso, el ámbito de configuración del legislador estatutario está delimitado por esas características que imponen celeridad y oportunidad tanto en la expedición del fallo como en la ejecución inmediata de la orden de protección del derecho fundamental amenazado o vulnerado. 
Para la Corte, no tiene sentido que para decidir en sede de consulta, el legislador sí haya previsto un término de tres días, mientras que un pronunciamiento del juez acerca del desacato se pueda prolongar indefinidamente, quedando librado al momento en que considere deba proferir esa decisión, lo que desvirtúa el cumplimiento inmediato que impone el artículo 86 de la Constitución. Si bien, la previsión del incidente del desacato como instrumento para garantizar el cumplimiento de la orden judicial de amparo constitucional, configura un mecanismo que contribuye a garantizar la protección del derecho fundamental amenazado o violado, la demora que puede presentarse ante la ausencia de un plazo perentorio para decidir a este respecto desvirtuaría su idoneidad para hacer efectiva esa garantía de restablecimiento de los derechos vulnerados. 

Acorde con el principio pro legislatoris, la Corporación consideró que la norma acusada es constitucional siempre y cuando integre un término aplicable para la decisión del incidente de desacato a un fallo de tutela, por las razones expuestas, a las que se agrega el mandato 228 de la Constitución, según el cual todas las actuaciones procesales deben tener un término que se observe con diligencia. Habida cuenta que la Corte no tiene competencia para establecer  ese plazo que subsane el vacío normativo violatorio de la Carta Política, la Corporación acudió a la propia Constitución, concretamente, al artículo 86 que regula la acción de tutela, de manera que declaró exequible el  inciso primero del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, en el entendido que el incidente de desacato allí previsto debe resolverse en el término establecido en el citado artículo 86 superior para el fallo de tutela, de manera que se garantice la inmediatez de la protección y la efectividad de los derechos fundamentales y de los mecanismos de protección, mientras el Congreso no establezca otro término. 

4.
Salvamentos y aclaración de voto

Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo manifestaron su salvamento de voto, toda vez que en su concepto no se configuraba una omisión relativa del legislador al establecer la posibilidad de tramitar un incidente de desacato a un fallo de tutela, sin prever un término para decidir sobre el mismo.  

A su juicio, el señalamiento de un término para que el juez resuelva acerca del mencionado incidente, es una cuestión que corresponde al amplio margen de regulación de los procedimientos asignado al Congreso de la República en desarrollo de su potestad de configuración legislativa, dentro de los límites constitucionales del debido proceso y las garantías para el ejercicio de los derechos fundamentales, que en su criterio no se desconocen en el presente caso. Estimaron que no se podía derivar del artículo 86 un mandato imperativo al legislador para establecer un plazo perentorio para resolver acerca del incidente de desacato de un fallo de tutela, por cuanto el término de diez días allí previsto es precisamente para decidir si se concede o no un amparo, en tanto que el incidente de desacato tiene como propósito sancionar al funcionario incumplido, evidenciándose que su finalidad no es coincidente. La valoración que se hace sobre la efectividad de este incidente compete al Congreso que dentro de su ámbito de diseño de los procedimientos, bien puede establecer o no un término, ya que puede considerar que resulta más efectivo para garantizar el cumplimiento del fallo de tutela que, según las particularidades del caso, el juez constitucional valore los medios empleados por el demandado para darle cabal ejecución a la orden de protección y restablecimiento del derecho fundamental vulnerado. 

Consideraron que ante la ausencia de una omisión legislativa relativa, la Corte Constitucional invadió el ámbito de competencia de legislador, asumió una atribución que no le corresponde arrogándose una decisión sin un soporte claro y contundente sobre la supuesta ineficacia del incidente de desacato en materia de tutela, por la ausencia de un término legal y sujetó al juez constitucional a una camisa de fuerza de impredecibles consecuencias, que inclusive puede llegar a afectar en casos complejos, la efectividad del amparo constitucional.   
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